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DERECHO DE PETICIÓN / SOLICITUD PAGO CONDENA JUDICIAL / EXISTENCIA DE RESPUESTA DE FONDO / HECHO SUPERADO /JUEZ DE TUTELA NO PUEDE DISPONER PAGO DE SUMAS DE DINERO ORDENADAS EN SENTENCIA JUDICIAL / IMPROCEDENTE. Así las cosas, no puede desconocerse que si bien es cierto en un principio la Secretaría de Educación omitió pronunciarse sobre la solicitud del accionante del 5 de septiembre de 2017, relacionada con el pago ordenado por el Juzgado 6º Administrativo de esta capital, esa situación se encuentra superada porque ya fue proferida una respuesta que resuelve de fondo su petición, la cual fue puesta en conocimiento a su apoderado. En tal virtud, no se hace necesario, tal como lo concluyó el juez de primer grado, que la entidad accionada, aunque tardíamente, atendió su petición; es decir, que no se genera conculcación a dicha prerrogativa constitucional.  En tal virtud, se configura una carencia actual de objeto al haber desaparecido el motivo que dio origen a la presente actuación, quedando el juez de tutela imposibilitado para emitir orden alguna para proteger la garantía  invocada.

(…)

De todos modos, esta Sala debe aclarar que el derecho fundamental invocado por el accionante fue el de petición, sin que pueda por esta vía constitucional disponer  el pago de lo ordenado en la sentencia del Juzgado 6º Administrativo, toda vez que ese es un asunto de índole económico para el cual se encuentra dispuesto otro mecanismo judicial en la vía ordinaria como lo es el proceso ejecutivo, máxime que en ese asunto específico no quedó acreditado que la parte actora hubiera agotado tal trámite ordinario ni que el mismo resulta idóneo para lo protección de los derechos fundamentales del señor Silva, por encontrarse frente a un perjuicio irremediable o vulneración del mínimo vital del mismo, lo que hace improcedente el amparo para la obtener el cumplimiento de una obligación patrimonial. Al respecto, la Corte Constitucional señaló que la acción de tutela es improcedente para solicitar la ejecución del fallo administrativo frente a las sumas de dinero reconocidas que no tengan por virtud proteger el derecho fundamental al mínimo vital y en tal sentido señaló lo siguiente (Sentencia T-371 de 2016)
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SALA DE DECISIÓN PENAL
M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, doce (12) de marzo de dos mil dieciocho (2018)
Aprobado por Acta No.0239
Hora: 2:00 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR

Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por el apoderado judicial del señor Fernando Silva del fallo de tutela emitido el 31 de enero de 2018 por el Juzgado 6º Penal del Circuito de Pereira en contra de la Secretaría de Educación Departamental de Risaralda, Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y la Fiduprevisora S.A. 
2. ANTECEDENTES
2.1. El señor Fernando Silva inició y llevó hasta su terminación el proceso de nulidad y restablecimiento del derecho para el reconocimiento y pago de la mora en el pago de las cesantías, el que mediante sentencia de  primera instancia proferida el 29 de junio de 2017 por el Juzgado 6º Administrativo del Circuito de Pereira, se obtuvo fallo favorable, bajo el radicado No. 6001-33-33-006-2016-00086-00, el cual quedó ejecutoriado el día 14 de julio de 2017.

Por lo anterior, el 5 de septiembre de 2017 el actor radicó una solicitud de cumplimiento de sentencia ante el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio- Secretaría de Educación Departamental de Risaralda-Fiduciaria la previsora S.A. Fiduprevisora S.A para que le proporcionaran información concreta respecto del pago de las condenas judiciales proferidas por la jurisdicción de lo contencioso administrativo, sin que al momento de instaurar la acción de tutela se hubiera recibido respuesta adecuada, efectiva y oportuna al respecto en el entendido de que las entidades descritas,  procedan a expedir el acto administrativo por medio del cual se reconoce lo ordenado en el fallo judicial. 
Por lo anterior, solicitó que se ordene a las entidades accionadas que resuelvan de fondo la petición y de esta manera se expida el acto administrativo de reconocimiento del derecho reconocido en los fallos.

Se tuvieron como pruebas las allegadas a la demanda de tutela (Fls.7-33).
 3. RESPUESTA DE LAS ENTIDADES ACCIONADAS

3.1. SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DEPARTAMENTAL DE RISARALDA

Informó que en atención a la providencia dictada por el Juez Administrativo, mediante el oficio No. 000402-19936 del 7 de septiembre de 2017, previo el trámite de autorización y registro de radicación prestacional, se envió el expediente completo de la prestación social a la Fiduprevisora S.A para efectos de su estudio y aprobación y el cumplimiento de lo establecido en el comunicado No. 020 del 30 de noviembre de 2017. Dicho expediente completo fue recibido por la Fiduprevisora S.A., según registro y guía 1053006170-19936, del 11 de septiembre de 2017.
El anterior trámite fue informado al apoderado del accionante mediante el oficio No.000402-1254 el 24 de enero de 2018, enviado a su correo electrónico. De igual manera, se le indicó el procedimiento inicial del comunicado número 020 del 30 de noviembre de 2017 suscrito por Fiduprevisora S.A y en lo relacionado con los términos de respuesta y efectividad del derecho reclamado sometido al criterio de la entidad Fiduprevisora S.A. y al comunicado aludido.
Reiteró que con relación con los hechos manifestados en la acción de tutela, esa entidad ha adelantado las actuaciones tendientes a la verificación del trámite solicitado para efectos de dar cumplimiento al fallo judicial referido en la acción de tutela, dentro del término de 10 meses concedido por el artículo 192 del CPACA para ese momento la prestación social se encontraba aprobada en todo su orden de legalidad, situación puesta de manifiesto al apoderado del actor, según comunicado número 020 del 30 de noviembre de 2017.
Agregó que se ha la Fiduprevisora S.A ha procedido a darle cumplimiento al proceso de estudio, revisión  aprobación, y que de igual manera es la entidad  que agotará en su etapa la ejecución del pago, por ser la competente para ello.
Consideró que esa Secretaría ha cumplido con cada una de sus etapas con el trámite inicial por competencia y actualmente la entidad Fiduprevisora S.A es la encargada de ejecutar a viabilidad para reconocimiento y pago prestacional reclamado.
Por lo anterior, solicitó no acceder a las pretensiones de la demanda de tutela y se exonere de toda responsabilidad a la Secretaría de Educación Departamental de Risaralda – dependencias de competencia Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio ya que se ha cumplido con la actuación administrativa de acuerdo con el decreto 2591 de 1991 (Fls. 41-45). 
Adjuntó copia de los oficios enviados tanto al abogado del accionante como a la Fidurprevisora S.A. (Fls. 46-53)
3.2. FIDUPREVISORA S.A.
Como vocera y administradora del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, no tiene competencia para expedir actos administrativos relacionados con las prestaciones económicas de los docentes afiliados al FNPSM, sino la de impartir una aprobación al proyecto de acto administrativo que elaboran las Secretarias de Educación de tal forma que dichas entidades expidan resolución correspondiente (notificada y ejecutoriada) y la remitan a la Fiduprevisora S.A junto con los demás documentos requeridos para el efecto, para así proceder al pago de la prestación, siempre y cuando el acto se ajuste a las normas y no presente inconsistencias que originen su devolución. 
Recalcó que la entidad por ser una empresa industrial y comercial del estado no tiene competencia para expedir actos administrativos, pues esa facultad se la otorga la ley a las entidades pública que ejercen función pública, según lo dispuesto en el artículo  93 de la Ley 489 de 1998 y el artículo 3º del Decreto 2831 de 2005. 

Consideró que no se han vulnerado derechos fundamentales al accionante, lo que torna improcedente la acción de tutela al configurarse la falta de legitimación en la causa por pasiva.

Agregó que verificadas las bases de datos de la entidad, se halló que el fallo contencioso del señor Fernando Silva fue radicado por la Secretaría de Educación de origen, donde este se estudió por parte del abogado sustanciador y al realizar confrontación con los requisitos exigidos por la ley y el reglamento se encontró que fue enviado con visto bueno, el que según el “pantallazo” del sistema, la prestación fue aprobada el 19 de diciembre de 2017.
Por lo anterior, solicitó: i) la desvincular de esa entidad de la presente acción de tutela, toda vez que ya cumplió con lo establecido en Decreto 2831 de 2005 y ii) requerir a la Secretaria de Educación de Risaralda para que conteste la solicitud radicada por el accionante y iii) declarar la improcedencia de la acción de tutela por existir un mecanismo expedito deferente a la tutela (Fls. 54-57).
3.3. El Fondo Nacional del Prestaciones Sociales del Magisterio guardó silencio. 

4. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 31 de enero de 2018, el Juzgado 6º Penal del Circuito de Pereira, resolvió declarar la carencia actual de objeto por configurarse un hecho superado en el presente trámite, toda vez que consideró que la respuesta emitida por la Secretaría de Educación Departamental de Risaralda había sido precisa y congruente con lo solicitado.  Además, por cuanto la acción de tutela no procede para el pago de prestaciones económicas ordenadas en fallos judiciales (Fls. 59-61).
El apoderado del accionante fue notificado del anterior fallo el 6 de febrero de 2018, mediante el oficio No.074 del 31 de enero de 2018 (Fl. 66).

5. SINOPSIS DE LA IMPUGNACIÓN

Dentro del término para presentar la impugnación al fallo de primera instancia, el 8 de febrero de 2018, el apoderado del señor Fernando Silva solicitó que se revisen las condiciones propias en la cual fue emitida la sentencia de tutela de primera instancia, en consideración a que la misma no se ajusta a lo solicitado en la tutela, claro está que no se dio el examen esperado, ni se surtieron los antecedentes que obligaron acudir ante la jurisdicción con el fin de tutelar el derecho de petición en el cual se solicitó el respeto hacia el carácter fundamental del que habla el artículo 23 de la Constitución Política. 
Así mismo señaló que no se dio respuesta directa y mucho menos de fondo, la respuesta de la cual se tiene conocimiento se da por medio telefónico y en cabeza de minutas prestablecidas por la Fiduprevisora las cuales no tienen el carácter de constitucional. 
Clarificó que no se está buscando que se emitan actos administrativos, lo que pretende es que se de respuesta de fondo a lo solicitado en el acápite de las pretensiones del derecho de petición. 
En esos términos solicitó que se revoque la sentencia de primera instancia, y en consecuencia se tutele el derecho fundamental de petición, establecido en el artículo 23 de la Constitución Política, y por ende se obligue a las entidades accionadas a dar respuesta de fondo a lo solicitado. (Folios 68-69).
6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N. A su vez se cumplen los requisitos de legitimación por activa y por pasiva, previstos en los artículos 10 y 13 del Decreto 2591 de 1991. 

6.2. Problema jurídico y solución al caso en concreto

6.2.1. Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión adoptada por la Juez Penal del Circuito de Dosquebradas fue acorde a los preceptos legales y constitucionales cuando decidió tutelar los derechos fundamentales de petición y debido proceso invocados por la señora Amparo de Jesús Palacio López o si por el contrario hay lugar a revocar la sentencia, con base en los argumentos expuestos por el impugnante.

6.3. Para arribar a cualquier conclusión, debe señalarse que la Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en el artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción sólo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

6.4. Desde ya cabe anotar que la Corte Constitucional en la Sentencia T-620 de 2007 reiteró que “la regla general según la cual el cobro de acreencias laborales debe tener lugar en la jurisdicción correspondiente a través de procesos ordinarios de naturaleza laboral. Que en tanto esos procedimientos considerados en concreto satisfacen los derechos reclamados, excluyen la procedencia de la acción de tutela para su protección.[2]
 

No obstante lo anterior, la Corte ha señalado que solo en casos excepcionales cabe la tutela para la protección de estos derechos, esto es cuando no existe otro medio de defensa judicial, o cuando el mismo no resulta idóneo para resolver el caso concreto, eventos en los que la tutela procede como mecanismo principal de defensa ante la imposibilidad material de solicitar una protección real y cierta por otra vía. Y cuando esta se promueve como mecanismo transitorio para evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable”[3]
 

Particularmente en lo que tiene que ver con el requisito de subsidiaridad podemos distinguir tres escenarios:(i)  que no existe otro mecanismo de defensa judicial[4], (ii) que existiendo este no resulta idóneo[5] o (iii) que existe, se ejerció pero no fue posible a través de aquel proteger el derecho que se veía amenazado. En estos tres eventos también procede la acción de tutela para la protección de estos derechos.” (Subrayas nuestras)
6.5. En el caso sub examine, el apoderado judicial del señor Fernando Silva a través de su apoderado, instauró acción de tutela contra la Secretaría de Educación Municipal de Dosquebradas, el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y la Fiduprevisora S.A., por considerar que estas entidades habían vulnerado su derecho fundamental de petición, teniendo en cuenta que desde el 05 de septiembre de 2017 radicó  una solicitud, encaminada a recibir una respuesta de fondo, de manera que le sea expedido el acto administrativo de reconocimiento del derecho estipulado en el fallo judicial, sin que al momento de instaurar la acción de  tutela hubiera recibido contestación al respecto.
6.6. Sobre el derecho de petición consagrado en el artículo 23 de la norma superior, comprende la posibilidad de presentar peticiones respetuosas ante las autoridades, facultad que está garantizada con la obligación que a éstas les asiste de dar trámite a la solicitud, sin que exista argumento alguno para negar su admisión o iniciar los trámites necesarios para dar la respuesta, la cual debe ser oportuna y emitida dentro de los términos legales dispuestos en el ordenamiento jurídico. La petición debe ser resuelta de fondo, refiriéndose de manera concreta a los asuntos planteados y comunicando prontamente lo decidido, independientemente de que la respuesta sea favorable o adversa a los intereses del peticionario.  
6.6.1. En la Sentencia T-142 de 2012
, se reiteró lo expresado por la Corte Constitucional en la Sentencia T-377 de 2000, con respecto al derecho de petición, lo siguiente:

“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión. 

b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido. 

c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición. 

d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita.

e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo determine.
f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante particulares, es necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular presta un servicio público o cuando realiza funciones de autoridad. El derecho de petición opera igual como si se dirigiera contra la administración. 2. Cuando el derecho de petición se constituye en un medio para obtener la efectividad de otro derecho fundamental, puede protegerse de manera inmediata. 3. Pero, si la tutela se dirige contra particulares que no actúan como autoridad, este será un derecho fundamental solamente cuando el Legislador lo reglamente.

g) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordenan responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes.

h) La figura del silencio administrativo no libera a la administración de la obligación de resolver oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. El silencio administrativo es la prueba incontrovertible de que se ha violado el derecho de petición.
i) El derecho de petición también es aplicable en la vía gubernativa, por ser ésta una expresión más del derecho consagrado en el artículo 23 de la Carta. Sentencias T-294 de 1997 y T-457 de 1994.

En consecuencia, ha entendido la jurisprudencia de la Corte que, se vulnera el derecho fundamental de petición al omitir dar resolución pronta y oportuna de la cuestión. Esto ocurre cuando se presenta una de dos circunstancias: “(i) que al accionante no se le permita presentar petición, o (ii) que exista presentación de una solicitud por parte del accionante. En este sentido, la vulneración del derecho de petición se presentará o bien por la negativa de un agente de recibir la respectiva petición o frustrar su presentación – circunstancia (i)-; o bien que habiendo presentado una petición respetuosa no ha obtenido respuesta, o que la solicitud presentada no fue atendida debidamente –circunstancia (ii).”

En lo que tiene que ver con la segunda circunstancia, referente a la falta de respuesta por parte de la entidad, la jurisprudencia constitucional, ha establecido que el derecho de petición supone un resultado, que se manifiesta en la obtención de la pronta resolución de la petición.

Sin embargo, se debe aclarar que el derecho de petición no implica una prerrogativa en virtud de la cual, el agente que recibe la petición se vea  obligado a definir favorablemente las pretensiones del solicitante, razón por la cual no se debe entender conculcado este derecho cuando la autoridad responde oportunamente al peticionario, aunque la respuesta sea negativa.6” (Subrayas propias)
6.7.  De las pruebas allegadas al expediente, se evidencia que lo pretendido en el escrito radicado por el accionante el 5 de septiembre de 2017 en la Secretaría de Educación del Departamento de Risaralda, es que se dé cumplimiento a lo ordenado por el Juzgado 6º Administrativo del Circuito de Pereira, en el que se reconoce, la indemnización al señor Silva por el no pago oportuno de sus cesantías y  lo correspondiente al pago de las agencias en derecho por la suma $389.058 (Fls. 7 y 8).

6.9. Al respecto, la Secretaría de Educación Departamental de Risaralda, mediante el oficio No. 000402-1254 del 24 de enero de 2018, explicó el trámite surtido ante la Fiduprevisora S.A., entidad que había dado el visto bueno al expediente de la solicitud prestacional, por lo que posteriormente se ejecutará por parte de la misma el trámite por competencia, según lo dispuesto en el Comunicado No. 020 de fecha 30 de noviembre de 2017, y que una vez obtuvieran comunicación frente a la actuación administrativa y ejecución de trámite ante la dependencia de pago directamente por parte de la entidad Fiduprevisora S.A. se le notificará de inmediato y por el medio más eficaz, de manera que requerirán a esta entidad para que se agoten los procedimientos especiales del pago prestacional (Fls. 47-48).

6.10. Por su parte, el abogado del señor Fernando Silva aclaró en la impugnación que “no se está buscando que emitan actos administrativos en los cuales como ellos mencionan LA FIDUPREVISORA reconozca el pago del derecho, simplemente esta agencia en derecho solicita que se dé respuesta de FONDO a lo solicitado en el acápite pretensioso (sic) del derecho de petición.” (Fl. 69).
6.11.  De acuerdo a lo anterior, se observa que el apoderado del actor no se encuentra conforme con la contestación dada por la Secretaría de Educación Departamental; sin embargo, para esta Sala la respuesta del ente territorial es coherente con lo pedido, en el sentido de que se le informó al accionante el trámite surtido ante la Fiduprevisora S.A. y que se  le notificará el pago cuando dicha sociedad lo realice. 
6.12.  Así las cosas, no puede desconocerse que si bien es cierto en un principio la Secretaría de Educación omitió pronunciarse sobre la solicitud del accionante del 5 de septiembre de 2017, relacionada con el pago ordenado por el Juzgado 6º Administrativo de esta capital, esa situación se encuentra superada porque ya fue proferida una respuesta que resuelve de fondo su petición, la cual fue puesta en conocimiento a su apoderado. En tal virtud, no se hace necesario, tal como lo concluyó el juez de primer grado, que la entidad accionada, aunque tardíamente, atendió su petición; es decir, que no se genera conculcación a dicha prerrogativa constitucional.  En tal virtud, se configura una carencia actual de objeto al haber desaparecido el motivo que dio origen a la presente actuación, quedando el juez de tutela imposibilitado para emitir orden alguna para proteger la garantía  invocada.  Lo anterior, con fundamento en la jurisprudencia de la  Corte Constitucional en sentencia T-358 de 2014 dijo lo siguiente:  

“La naturaleza de la acción de tutela estriba en garantizar la protección inmediata de los derechos fundamentales. Entonces, cuando cesa la amenaza a los derechos fundamentales de quien invoca su protección, ya sea porque la situación que propiciaba dicha amenaza desapareció o fue superada, esta Corporación ha considerado que la acción de tutela pierde su razón de ser como mecanismo de protección judicial, en la medida en que cualquier decisión que el juez de tutela pueda adoptar frente al caso concreto carecerá de fundamento fáctico. En este sentir,  el juez de tutela queda imposibilitado para emitir orden alguna de protección del derecho fundamental invocado, de suerte que la Corte ha entendido que una decisión judicial bajo estas condiciones resulta inocua y contraria al objetivo constitucionalmente previsto para la acción de tutela[2]. 
6.13. De todos modos, esta Sala debe aclarar que el derecho fundamental invocado por el accionante fue el de petición, sin que pueda por esta vía constitucional disponer  el pago de lo ordenado en la sentencia del Juzgado 6º Administrativo, toda vez que ese es un asunto de índole económico para el cual se encuentra dispuesto otro mecanismo judicial en la vía ordinaria como lo es el proceso ejecutivo, máxime que en ese asunto específico no quedó acreditado que la parte actora hubiera agotado tal trámite ordinario ni que el mismo resulta idóneo para lo protección de los derechos fundamentales del señor Silva, por encontrarse frente a un perjuicio irremediable o vulneración del mínimo vital del mismo, lo que hace improcedente el amparo para la obtener el cumplimiento de una obligación patrimonial. Al respecto, la Corte Constitucional señaló que la acción de tutela es improcedente para solicitar la ejecución del fallo administrativo frente a las sumas de dinero reconocidas que no tengan por virtud proteger el derecho fundamental al mínimo vital y en tal sentido señaló lo siguiente (Sentencia T-371 de 2016):
“(…) la acción de tutela es procedente para obtener el cumplimiento de sentencias que generan obligaciones de dar, por ejemplo una prestación económica en la medida en que resulte necesaria para contrarrestar la vulneración del mínimo vital y seguridad social de los peticionarios. Sin embargo, no es la vía adecuada para solicitar la ejecución de este tipo de fallos y obtener la entrega de sumas de dinero reconocidas que no tengan por virtud proteger estos derechos, pues para tal efecto existe el proceso ejecutivo. La jurisprudencia constitucional ha señalado que no es posible suplantar ni reemplazar los mecanismos ordinarios de defensa para obtener un reconocimiento económico que excede los contenidos básicos de una subsistencia digna, a menos que se requiera acudir a la acción constitucional para evitar un perjuicio irremediable(…)” (Subrayas propias)
De acuerdo a lo analizado, se confirmará la sentencia de primer grado.
DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia, en nombre de la República y por autoridad de la ley, 
RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la decisión proferida el 31 de enero de 2018 por el Juzgado 6º Penal del Circuito de Pereira dentro de la acción de tutela instaurada por el apoderado del señor Fernando Silva en contra de la Secretaría de Educación Departamental de Risaralda y otros. 
SEGUNDO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991 y REMITIR la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Magistrado

WILSON FREDY LÓPEZ
Secretario
� M.P. Dr. Alejandro Martínez Caballero 
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